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Ref. Informe 14/2024 

Artículo 34 de la Ley 11/2022, de 21 de diciembre  

INFORME 14/2024 DE COORDINACIÓN Y CALIDAD NORMATIVA, SOBRE EL 
PROYECTO DE DECRETO, DEL CONSEJO DE GOBIERNO, POR EL QUE SE 
ESTABLECE PARA LA COMUNIDAD DE MADRID EL PLAN DE ESTUDIOS DEL 
CURSO DE ESPECIALIZACIÓN DE FORMACIÓN PROFESIONAL EN 
INTELIGENCIA ARTIFICIAL Y BIG DATA. 

La Secretaría General Técnica de la Consejería de Educación, Ciencia y Universidades 

ha remitido el Proyecto de decreto, del Consejo de Gobierno, por el que se establece 

para la Comunidad de Madrid el plan de estudios del curso de especialización de 

formación profesional en Inteligencia Artificial y Big Data, que, junto con su 

correspondiente memoria del análisis de impacto normativo (en adelante, MAIN), 

somete, con fecha 7 de febrero de 2024, a informe de coordinación y calidad normativa. 

Este informe se emite conforme a lo previsto en el artículo 34 de la Ley 11/2022, de 21 

de diciembre, de Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad Económica y la 

Modernización de la Administración de la Comunidad de Madrid (en adelante, Ley 

11/2022, de 21 de diciembre), y en los artículos 4.2.c) y 8.4 del Decreto 52/2021, de 24 

de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento 

de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad 

de Madrid (en adelante, Decreto 52/2021, de 24 de marzo). 

La competencia para la emisión del informe se atribuye en el artículo 25.3.a) del 

Decreto 229/2023, de 6 de septiembre, del Consejo de Gobierno, por el que se 

establece la estructura orgánica de la Consejería de Presidencia, Justicia y 

Administración Local (en adelante, Decreto 229/2023, de 6 de septiembre), a su 

Secretaria General Técnica, con la finalidad de garantizar la coordinación y la calidad 

de la actividad normativa del Gobierno.  

En materia de procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, el 

mencionado Decreto 52/2021, de 24 de marzo, desarrolla las disposiciones específicas 

contenidas, particularmente, en la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y 
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Administración de la Comunidad de Madrid (en adelante, Ley 1/1983, de 13 de 

diciembre), y en la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de 

la Comunidad de Madrid (en adelante, Ley 10/2019, de 10 de abril). 

Asimismo, los proyectos normativos deben ajustarse a lo establecido al respecto en la 

Guía para la elaboración y tramitación de disposiciones de carácter general en la 

Comunidad de Madrid. 

De conformidad con lo anterior, y analizado el contenido del proyecto referido y su 

correspondiente MAIN, en cumplimiento de lo dispuesto en las citadas disposiciones 

legales y reglamentarias, se emite el siguiente informe de coordinación y calidad 

normativa: 

1. OBJETO 

El objeto de la propuesta normativa es determinar para la Comunidad de Madrid el 

currículo del curso de especialización en Inteligencia Artificial y Big Data, regulado 

mediante el Real Decreto 279/2021, de 20 de abril, por el que se establece el Curso de 

especialización en Inteligencia Artificial y Big Data y se fijan los aspectos básicos del 

currículo. 

2. ESTRUCTURA Y CONTENIDO 

2.1 Estructura. 

El proyecto de decreto que se recibe para informe consta de una parte expositiva, otra 

dispositiva, integrada por diez artículos, tres disposiciones finales y un anexo. 

2.2 Contenido. 

El proyecto contiene fundamentalmente regulación sobre los siguientes aspectos: 

- Los módulos profesionales y el currículo del curso. 

- La organización y distribución horaria del curso, con particular mención a la 

enseñanza semipresencial. 
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- El profesorado que impartirá las enseñanzas. 

- Los requisitos de los centros docentes y su conexión con el entorno, educativo, social 

y productivo. 

- Los requisitos de acceso al curso.  

La propuesta normativa incluye, además del articulado, tres disposiciones finales que 

contemplan la implantación del nuevo currículo de las enseñanzas conducentes al 

curso de especialización, la habilitación para el desarrollo normativo y la entrada en 

vigor. 

En el anexo se recoge la distribución horaria semanal de los módulos profesionales 

para todo el curso escolar. 

Las principales novedades introducidas por la propuesta normativa se recogen en el 

apartado 3.2 de la MAIN, en los siguientes términos:  

· La organización y distribución horaria de los módulos profesionales que forman 
este curso de especialización se recoge en el artículo 6, se amplían las horas 
mínimas de los módulos profesionales del curso establecida en el artículo 2 del 
Real Decreto 279/2021, de 20 de abril, por lo que se alcanza así la duración total 
del curso establecido en dicho real decreto. 

Se fija la distribución horaria semanal para el curso anual (año escolar) para la 
impartición de módulos profesionales en el centro docente, con una duración total 
de 600 horas, por encima de la carga horaria prevista en el Real Decreto 279/2021, 
de 20 de abril, que es de 330 horas para las enseñanzas mínimas. La duración 
total del curso de especialización se ajusta a las 600 horas establecidas en dicho 
real decreto. Esta distribución se concreta en el anexo. 

· Ha de tenerse en cuenta que se establece la posibilidad de ofertar estas 
enseñanzas en régimen intensivo, incorporando una formación en empresa u 
organismo equiparado como parte integrada del currículo. 

· Se habilita a los centros para que con el fin de impartir determinados módulos 
profesionales de forma secuencial puedan organizar su impartición en trimestres o 
cuatrimestres, siempre que se garantice la duración asignada para cada uno de 
ellos, siempre dentro del curso de duración anual. 

· En el artículo 7 se establecen las condiciones en las que el curso de especialización 
se podrá impartir, dentro del régimen a distancia, en modalidad semipresencial, con 
la limitación de que el número de horas dedicadas a la formación a distancia no 
supere un tercio de la duración total del curso y que deberán contar con una tutoría 
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lectiva semanal por cada módulo profesional, el resto de horas se dedicarán a las 
actividades presenciales de asistencia obligatoria para el alumno. Además, se 
señala que las actividades presenciales en el régimen semipresencial son de 
asistencia obligatoria, no así en el caso de las tutorías virtuales, todo ello, de 
acuerdo con la norma que regula esta modalidad en la Comunidad de Madrid. 

3. ANÁLISIS DEL PROYECTO 

3.1. Rango de la propuesta normativa, congruencia de la iniciativa con el resto del 

ordenamiento jurídico nacional y de la Unión Europea y con otras que se estén 

elaborando en la Comunidad de Madrid. 

El artículo 29.1 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, aprobado por 

Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, en adelante EACM, establece que 

«[c]orresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y 

ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y 

especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes 

orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin 

perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del 

artículo 149 y de la Alta Inspección para su cumplimiento y garantía». 

La Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (en adelante, Ley Orgánica 

2/2006, de 3 de mayo), en su artículo 3.2.e), contempla la formación profesional como 

una de las enseñanzas que ofrece el sistema educativo.  

Por su parte, la Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de 

la Formación Profesional (en adelante, Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo), en su 

artículo 5, apartados 1 y 3 respectivamente, define el sistema de formación profesional 

y determina un modelo de formación profesional basado en itinerarios formativos 

estructurado en una doble escala: cinco grados ascendentes descriptivos de las ofertas 

formativas (A, B, C, D y E) y tres niveles de competencia profesional (1, 2 y 3).  

En particular, el grado E, referido a los cursos de especialización, se regula en su 

artículo 51.1, especificando que son aquellos cursos que «tienen por objeto 

complementar y profundizar en las competencias de quienes ya disponen de un título 
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de formación profesional o cumplan las condiciones de acceso que para cada uno de 

los cursos se determinen».  

Mediante el Real Decreto 659/2023, de 18 de julio, por el que se desarrolla la 

ordenación del Sistema de Formación Profesional, se establece, en su artículo 7.2, que 

las administraciones educativas regularán los currículos correspondientes al Grado E, 

respetando las atribuciones competenciales contenidas en las normas indicadas y el 

currículo básico. Específicamente, en sus artículos 116 a 125 se regulan los aspectos 

básicos del currículo de los cursos de especialización (Grado E) y los requisitos y 

condiciones a que deben ajustarse. 

En este marco normativo se ha aprobado el Real Decreto 279/2021, de 20 de abril, por 

el que se establece el Curso de especialización en Inteligencia Artificial y Big Data y se 

fijan los aspectos básicos del currículo, curso que presenta encaje en el mencionado 

Grado E.  

Asimismo, cabe recordar que, en el ámbito de la Comunidad de Madrid, se ha aprobado 

el Decreto 63/2019, de 16 de julio, del Consejo de Gobierno, por el que se regula la 

ordenación y organización de la formación profesional en la Comunidad de Madrid, que 

contempla en su artículo 7.1.d) los cursos de especialización dentro de las enseñanzas 

de formación profesional, conforme a lo establecido en la normativa básica del Estado, 

regulando además los aspectos fundamentales de su currículo (artículo 8) y previendo 

específicamente el desarrollo de los planes de estudios correspondientes de dichos 

cursos (artículo 23.5). 

Con la aprobación del decreto cuyo proyecto se somete a informe se pretende 

desarrollar la legislación básica estatal estableciendo las características generales del 

curso de especialización en Inteligencia Artificial y Big Data, tal como se señala en su 

parte expositiva. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 22.1 del EACM, al Gobierno se atribuye 

«el ejercicio de la potestad reglamentaria en las materias no reservadas en este 

Estatuto a la Asamblea», previsión que se reitera en el artículo 34.2. En este mismo 

sentido, la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, en sus artículos 18 y 21.g), se refiere al 

ejercicio de la potestad reglamentaria por el Consejo de Gobierno.  
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Por otro lado, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 50.2 de la citada Ley 

1/1983, de 13 de diciembre, las disposiciones de carácter general emanadas del 

Consejo de Gobierno adoptan la forma de decreto.  

En definitiva, puede afirmarse que el rango, la naturaleza y el contenido de la norma 

propuesta se adecúan al objeto regulado y a lo establecido en el ordenamiento jurídico 

estatal y autonómico. 

3.2. Principios de buena regulación. 

Los párrafos decimocuarto a vigésimo de la parte expositiva del proyecto de decreto 

contienen una referencia al cumplimiento de los principios de buena regulación 

conforme a lo establecido en los artículos 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, 

LPAC), y 2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo. 

En primer lugar, se sugiere abordar la justificación de los principios de buena regulación 

siguiendo el orden con el que se presentan en la normativa de referencia, esto es, 

según el tenor literal del artículo 2.1 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, que recoge 

que estos principios son los «de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 

jurídica, transparencia y eficiencia», sin perjuicio de que «cuando la iniciativa normativa 

afecte a los gastos o ingresos públicos presentes o futuros, se deberán cuantificar y 

valorar sus repercusiones y efectos y supeditarse al cumplimiento de los principios de 

estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera». A este respecto, la justificación 

de la adecuación al principio de seguridad jurídica debe situarse a continuación de la 

relativa al principio de proporcionalidad. Paralelamente, la referencia al cumplimiento 

de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera debe cerrar 

la justificación de los principios de buena regulación. 

En la justificación de los principios de necesidad y eficacia se sugiere, en coherencia 

con su uso en el resto del proyecto de decreto, escribir «inteligencia artificial» con 

mayúscula inicial en cada palabra. 

Por otro lado, la justificación del cumplimiento del principio de transparencia se sugiere 

sustituirla, para mayor claridad, por el siguiente texto: 
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Se cumple con el principio de transparencia, habiéndose realizado los trámites de 
audiencia e información pública a través del Portal de Transparencia de la Comunidad 
de Madrid, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 4.2.d) y 9 del Decreto 
52/2021, de 24 de marzo, y 60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y 
Participación de la Comunidad de Madrid. Además, una vez aprobada la norma, se 
publicará en el Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid. 

3.3. Calidad técnica. 

En relación con la calidad técnica de la propuesta, entendida como el correcto uso del 

lenguaje y cumplimiento de las Directrices de técnica normativa (en adelante, 

Directrices), aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, 

de aplicación supletoria a la Comunidad de Madrid, se formulan las siguientes 

observaciones: 

3.3.1 Observaciones al conjunto del proyecto de decreto. 

(i) El proyecto de decreto tiene por objeto establecer las características generales del 

curso de especialización en Inteligencia Artificial y Big Data y determinar como 

elementos curriculares los establecidos en la legislación básica estatal. Dicho proyecto 

ha sido elaborado, por tanto, en el ejercicio de la competencia de desarrollo de la 

legislación básica estatal atribuida a la Comunidad de Madrid en virtud de las 

previsiones contenidas en el artículo 29 del EACM. 

Junto a las novedades indicadas en el apartado 2.2 de este informe, el proyecto 

contiene también reproducciones de la citada normativa estatal o remisiones a la 

misma, lo que lleva a plantear la procedencia de una regulación en tal sentido. 

El Tribunal Constitucional, en su sentencia 109/2019, de 1 de octubre de 2019, 

recuerda su doctrina sobre las exigencias materiales y formales que ha de cumplir la 

normativa básica en materia educativa: 

[…] de acuerdo con nuestra doctrina, corresponde al Estado «definir los principios 
normativos generales y uniformes de ordenación de las materias enunciadas en el art. 
27 CE» asegurando «una orientación unitaria y dotada de cierta estabilidad en todo 
aquello que el legislador considera en cada momento aspectos esenciales de dicho 
sector material» (STC 184/2012, de 17 de octubre, FJ 3, y 24/2014, FJ 3). En materia de 
educación, nuestra doctrina ha subrayado también que el Estado «ciertamente debe 
establecer esas bases de forma suficientemente amplia y flexible como para permitir que 
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las comunidades autónomas con competencias normativas en la materia puedan adoptar 
sus propias alternativas políticas en función de sus circunstancias específicas» (STC 
131/1996, de 11 de julio, FJ 3). 

En virtud de esta doctrina, el establecimiento de unas bases estatales permite su 

desarrollo normativo por la Comunidad Autónoma, siguiendo los criterios de 

homogeneidad pretendidos por dichas bases en un marco de flexibilidad que no agota 

la materia regulada. A tal efecto, resulta lógico que dicho desarrollo aporte novedades 

con respeto a las bases estatales y no sea una mera recopilación, reproducción u 

ordenación de las normas estatales. Al respecto, el Tribunal Constitucional, en su 

sentencia 51/2019, de 17 de abril, al analizar la reiteración de la normativa estatal por 

el legislador autonómico, ha señalado que deben concurrir dos condiciones: 

Por un lado, debe concurrir un elemento finalista que justifique la necesidad de esa 
reproducción, que solo podrá tener un sentido instrumental: hacer más comprensible el 
desarrollo normativo que realiza la comunidad autónoma en ejercicio de sus 
competencias propias. 

[…]. 

Por otro lado, será también necesario, como condición material, que la reproducción de 
la normativa básica sea fiel y no incurra en alteraciones más o menos subrepticias de la 
misma, efecto que puede producirse bien por recogerla solo de modo parcial […], bien 
por parafrasear la regulación estatal en términos que introduzcan confusión. 

En todo caso, el Tribunal Constitucional se ha mostrado, por lo general, contrario a la 

reproducción o reiteración en normas autonómicas de preceptos de normas estatales 

de carácter básico considerando que es «una peligrosa técnica legislativa» [STC 

62/1991, FJ. 4, letra b)], una «deficiente técnica legislativa» (STC 146/1993, FJ. 6), 

«peligrosamente abierta a potenciales inconstitucionalidades» (STC 162/1996, FJ. 3), 

y que, «[i]ndependientemente de la mayor o menor frecuencia de su uso, esta técnica 

duplicativa se presta a un margen de inseguridad y error, y siempre queda sometida a 

la necesidad de atender en su día a las eventuales modificaciones de las normas 

reproducidas» [STC 40/1981, FJ. 1, letra c)]. 

El Tribunal Constitucional defiende que, por lo general, es preferible remitirse a las 

normas en lugar de reproducirlas, ya que «la remisión a aquella [la ley estatal], […] es, 
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en cambio, una técnica constitucionalmente válida desde la óptica de las 

competencias» (STC 147/1993, FJ. 4, ver también STC 10/1982, FJ. 8). 

Por otro lado, la omisión de la correspondiente referencia al contenido de la normativa 

que la contiene puede dificultar la comprensión del contenido y alcance de la regulación 

propuesta, porque el destinatario de la norma puede llegar a entender, erróneamente, 

que aquellos preceptos en los que no se hace esa remisión son una regulación 

novedosa. 

Al respecto, cabe recordar lo recogido en la regla 4 de las Directrices sobre la 

reproducción de preceptos legales en normas reglamentarias, en el sentido de que 

deben evitarse las incorporaciones de dichos preceptos que resulten innecesarias o 

que induzcan a confusión. Asimismo, en relación con las remisiones a otras normas, 

«[d]eberá evitarse la proliferación de remisiones» (regla 64), si bien se permite su uso 

«cuando simplifiquen el texto de la disposición y no perjudiquen su comprensión o 

reduzcan su claridad» (regla 65). 

En el proyecto analizado se observan tanto reproducciones de normas constitutivas de 

legislación básica estatal como remisión a preceptos de dicha legislación. Así, en 

algunas ocasiones se menciona expresamente la norma a la que se remite la 

regulación, como, por ejemplo, en los artículos 2 («Referentes de la formación»), 4 

(«Currículo»), 8 («Profesorado») y 9 («Requisitos de los centros»), donde se invoca el 

Real Decreto 279/2021, de 20 de abril. En otros casos, se reproducen de forma 

completa o parcial preceptos de otras normas sin que se recoja una referencia a la 

disposición de remisión. Así sucede en el artículo 3 («Módulos profesionales del curso 

de especialización») que reproduce literalmente el artículo 9.1.b) del Real Decreto 

279/2021, de 20 de abril, y en el artículo 10 («Requisitos de acceso al curso de 

especialización»), que reproduce de forma parcial su artículo 13. 

Al respecto, se sugiere que, cuando el proyecto se refiera a contenidos de normas 

básicas estatales, se tengan en cuenta los criterios expresados por el Tribunal 

Constitucional y los contenidos en las Directrices; en particular, debe evitarse la 

reproducción inexacta o coincidente solo en parte con el literal para evitar eventuales 

problemas de interpretación o incumplimiento. 
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(ii) En relación con el uso de las mayúsculas, se sugiere, por un lado, escribir en 

minúsculas la palabra «Administraciones» (artículo 8.2) y, por otro lado, con mayúscula 

el término «consejero» recogido en el último párrafo de la parte expositiva (fórmula 

promulgatoria). 

(iii) De conformidad con la regla 69 de las Directrices, relativa a la economía de la cita, 

se sugiere revisar la utilización de la expresión «presente decreto» en los párrafos 

décimo, decimocuarto, decimosexto, vigésimo primero y vigésimo tercero de la parte 

expositiva, artículo 1.1 y disposición final primera, «presente disposición normativa» en 

el párrafo decimocuarto de la parte expositiva y «presente norma» en el párrafo 

decimosexto de la parte expositiva, pudiendo sustituirlas por «este decreto». 

Se admite su uso en la disposición final tercera del proyecto como fórmula protocolaria, 

de acuerdo con la regla 43 de las Directrices. 

(iv) Se sugiere eliminar, por repetitivas e innecesarias, ya que lo indica el título del 

decreto, las referencias al curso de especialización «en Inteligencia Artificial y Big 

Data» que se recogen en los artículos 3, 6.1, 9 y 10.  

3.3.2 Observaciones relativas al título, a la parte expositiva, al articulado, a las 

disposiciones finales y a los anexos: 

(i) Se sugiere actualizar el año que consta en el encabezado del documento, 

sustituyendo «2023» por «2024». 

(ii) En relación con la ordenación general de los párrafos de la parte expositiva referidos  

al marco normativo, teniendo en cuenta que la formación profesional es una de las 

enseñanzas que ofrece el sistema educativo, conforme establece la Ley Orgánica 

2/2006, de 3 de mayo, se sugiere mencionar, en primer lugar, las referencias 

normativas a esta legislación para seguidamente recoger las correspondientes a la Ley 

Orgánica 3/2022, de 31 de marzo; respetando, a su vez, el criterio cronológico en la 

aprobación e interpretación de estas normas.  
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Esta observación resulta extensible al apartado 4 de la MAIN, en el que, además, se 

sugiere sustituir «LOE» por la cita completa de la ley o indicar, al mencionarla por 

primera vez, «en adelante, LOE». 

(iii) De conformidad con la regla 13 de las Directrices, sobre los aspectos más 

relevantes de la tramitación que deben destacarse en la parte expositiva, y siguiendo 

el criterio expresado por la doctrina de la Comisión Jurídica Asesora, es necesario 

completar el vigésimo primer párrafo de la parte expositiva. Se sugiere, por tanto, 

sustituir su contenido actual por el siguiente texto: 

Para la elaboración de este decreto se han solicitado los correspondientes informes 
preceptivos y, en particular, el informe de coordinación y calidad normativa, los informes 
de las Direcciones Generales de Presupuestos y de Recursos Humanos, el informe de la 
Secretaria General Técnica de la Consejería de Educación, Ciencia y Universidades, el 
dictamen del Consejo Escolar y el informe de la Abogacía General.  

(iv) En el artículo 6.4 se contempla la posibilidad de que los centros docentes oferten 

las enseñanzas en régimen intensivo, incorporando una formación en empresa u 

organismo equiparado como parte integrada del currículo. La oferta de formación en 

empresa u organismo equiparado bajo el régimen de oferta intensiva se recoge en la 

Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo (entre otros, en los artículos 55, 57 y 65). Al 

mismo tiempo, el Real Decreto 659/2023, de 18 de julio, regula esta formación (artículo 

9), dedicando su título IV a establecer las normas generales que la rigen. 

Concretamente, en su artículo 151 se prevé un período de estancia en empresa dentro 

de los cursos de especialización del grado E. Dicho artículo recoge que este período 

se desarrollará «en los términos previstos en la norma que establezca el Curso de 

especialización y los aspectos básicos del currículo».  

A este respecto, teniendo particularmente en cuenta que esta opción constituye una de 

las novedades de la norma proyectada, se sugiere desarrollar en el texto del decreto 

los términos referidos, precisando aspectos como, por ejemplo, la duración de la 

formación o el período de realización, y, en todo caso, se sugiere ampliar en la MAIN 

la justificación y contenido de esta iniciativa.  

(v) En el artículo 7 se regula el régimen de la «Enseñanza semipresencial». En dicho 

precepto se establece que los centros podrán organizar estas enseñanzas dentro del 
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régimen a distancia en modalidad semipresencial, especificándose que la formación a 

distancia no será superior a un tercio de la duración total prevista para el curso de 

especialización. Asimismo, se dispone que la asistencia a las actividades presenciales 

será obligatoria para los alumnos, pero no se recoge previsión análoga sobre la 

asistencia a las actividades a distancia. 

Con carácter general, la oferta de formación semipresencial está contemplada en los 

artículos 24 y siguientes del Real Decreto 659/2023, de 18 de julio, también para los 

cursos de especialización (grado E). Concretamente, se establece en el artículo 25.1.c) 

que las administraciones competentes deberán establecer y garantizar, respecto de las 

modalidades semipresencial y virtual, «[l]as medidas necesarias y dictar las 

instrucciones precisas para la puesta en marcha y funcionamiento de las modalidades 

semipresencial y virtual de formación profesional, así como su supervisión y 

seguimiento, con el fin de que se imparta con los espacios, equipamientos, recursos y 

equipos docentes que garanticen su calidad, de acuerdo con lo establecido en los 

currículos correspondientes y bajo matrícula abierta». 

En relación con la asistencia a las actividades programadas a distancia, en la MAIN del 

proyecto (apartado 3.2) se indica que «[…] las actividades presenciales en el régimen 

semipresencial son de asistencia obligatoria, no así el caso de las tutorías virtuales, 

todo ello, de acuerdo con la norma que regula esta modalidad en la Comunidad de 

Madrid». A este respecto, se sugiere que se recoja convenientemente esta 

circunstancia en el texto y, en todo caso, que, al menos en la MAIN, se explicite la 

normativa que contempla la no obligatoriedad de la asistencia a las actividades a 

distancia. 

4. MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO. 

4.1 Contenido. 

Se trata de una MAIN ejecutiva y su contenido se adapta, en líneas generales, a las 

exigencias del artículo 6 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, así como a la Guía para 

la elaboración y tramitación de disposiciones de carácter general en la Comunidad de 

Madrid. 
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La MAIN elaborada contiene la ficha de resumen ejecutivo debidamente 

cumplimentada. 

Respecto a esta memoria procede realizar las siguientes observaciones: 

(i) En relación con el título de la MAIN se sugiere sustituirlo por «MEMORIA 

EJECUTIVA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO DEL PROYECTO DE 

DECRETO, DEL CONSEJO DE GOBIERNO, POR EL QUE SE ESTABLECE PARA 

LA COMUNIDAD DE MADRID EL PLAN DE ESTUDIOS DEL CURSO DE 

ESPECIALIZACIÓN DE FORMACIÓN PROFESIONAL EN INTELIGENCIA 

ARTIFICIAL Y BIG DATA.». 

(ii) En relación con la ficha de resumen ejecutivo: 

a) En el apartado «Estructura de la norma», se sugiere añadir al principio: «El Proyecto 

de decreto consta de una parte expositiva, otra dispositiva, integrada por diez artículos, 

tres disposiciones finales y un anexo». 

b) En el apartado de «Informes a los que se somete el proyecto», teniendo en cuenta 

la naturaleza dinámica de la MAIN y que su contenido se actualizará a lo largo del 

procedimiento de tramitación, en especial respecto a la descripción de la tramitación y 

consultas, se sugiere diferenciar los informes ya solicitados de los informes y 

dictámenes que se recabarán cuando proceda, tal como se expresa en el apartado 9 

de dicha MAIN. 

c) En el apartado «Trámites de participación: consulta pública / audiencia e información 

públicas», en el título se sugiere sustituir «públicas» por «pública»; en el primer párrafo 

se sugiere añadir una coma entre «Comunidad de Madrid» e «y 60.3 y 4 de la Ley 

10/2019» y valorar la supresión de la cita del artículo «60.3»; y, en el segundo párrafo, 

se sugiere sustituir «trámite de audiencia e información públicas» por «trámites de 

audiencia e información pública».  

Esta última observación se hace extensiva a todas las menciones a estos trámites de 

audiencia e información pública realizadas en el cuerpo de la MAIN.   
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d) En el apartado «ADECUACIÓN AL ORDEN DE COMPETENCIAS» se sugiere, en 

pos de una mayor claridad expositiva, sustituir el contenido por la siguiente redacción:  

- De conformidad con el artículo 29.1 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de 
Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, corresponde a la Comunidad 
Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda 
su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgánicas que conforme al apartado 
1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio de las facultades que atribuye 
al Estado el número 3 del apartado 1 del artículo 149 y de la Alta Inspección para su 
cumplimiento  y garantía.  

- De acuerdo con el artículo 21.g) de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, del Gobierno y 
Administración de la Comunidad de Madrid, corresponde al Consejo de Gobierno aprobar 
mediante Decreto los Reglamentos para el desarrollo y ejecución de las leyes emanadas 
de la Asamblea, así como los de las Leyes del Estado, cuando la ejecución de la 
competencia corresponda a la Comunidad de Madrid en virtud del Estatuto de Autonomía, 
o por delegación o transferencia, y ejercer en general la potestad reglamentaria en todos 
los casos en que no esté específicamente atribuida al Presidente o a los Consejeros. 

e) En el apartado referido al impacto en los presupuestos de la Comunidad de Madrid 

se sugiere indicar el importe global del impacto del proyecto de decreto, sin perjuicio 

de la remisión al apartado correspondiente de la MAIN en el que se analiza y cuantifica 

este impacto. 

f) Se sugiere completar los apartados relativos a los informes de impactos sociales 

cumplimentando debidamente las casillas correspondientes a impacto negativo, 

positivo o nulo. 

(iii) En el apartado 1 del cuerpo de la MAIN, se justifica la elaboración de una MAIN de 

tipo ejecutivo, conforme al artículo 6 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, afirmando 

que: 

El proyecto de decreto no presenta impacto económico ni presupuestario de carácter 
significativo, y tampoco afecta a las cargas administrativas, […]. 

Sin embargo, en el apartado 5.1 de la MAIN se analiza el impacto económico de la 

implantación de las enseñanzas relativas al curso de especialización en Inteligencia 

Artificial y Big Data, aludiendo a las consideraciones que se deben valorar al respecto 

de acuerdo con lo establecido en el artículo 7 del Real Decreto 279/2021, de 20 de 
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abril, en relación con la prospectiva del curso en el sector o sectores afectados. A mayor 

abundamiento, en el apartado 8 de la MAIN, relativo al análisis coste-beneficio, se 

señala que «el impacto económico y social que tiene la cualificación y formación de los 

ciudadanos supera con creces el esfuerzo presupuestario», lo que supone el 

reconocimiento explícito de la existencia de un verdadero impacto del proyecto 

normativo.  

Por lo tanto, a la vista de la justificación dada para la elaboración de la MAIN ejecutiva, 

cabe entender que, en todo caso, el impacto económico de las enseñanzas, aun siendo 

positivo, no tiene la relevancia suficiente como para elaborar una memoria extendida. 

En otro caso, se sugiere revisar la fundamentación empleada. 

(iv) El apartado 2.3 de la MAIN contiene la referencia al cumplimiento de los principios 

de buena regulación, conforme a lo establecido en los artículos 129 de la LPAC y 2 del 

Decreto 52/2021, de 24 de marzo. Al respecto, cabe remitirse a lo observado en el 

apartado 3.2 de este informe. 

(v) En el apartado 2.4 de la MAIN, relativo al «Análisis de las alternativas», se sugiere 

valorar suprimir o, al menos, resumir las explicaciones previas y la cita de toda la 

normativa en los cuatro primeros párrafos, dado que parte de este contenido no guarda 

relación directa con el objeto del apartado y puede resultar reiterativa respecto de lo ya 

explicado previa o posteriormente en cuanto a la necesidad, oportunidad y legalidad 

del proyecto de decreto. 

(vi) En el apartado 3.3, relativo al engarce de la norma proyectada con el derecho 

nacional y autonómico, se sugiere incluir la cita del EACM. 

(vii) Se sugiere valorar si el apartado 5.2 de la MAIN, sobre «Evaluación de impacto 

económico», no pudiera incluirse en el apartado 5.1, que trata de dicho impacto. 

4.2 Tramitación. 

En el apartado 9 de la MAIN, se informa de la tramitación realizada y de las consultas 

practicadas hasta la fecha de la elaboración de la memoria, así como los que se prevé 

realizar en el futuro. 
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Los concretos trámites a los que debe someterse el proyecto dependen de su contenido 

y naturaleza. En el caso del proyecto de decreto objeto del informe, los trámites que se 

proponen para su realización futura son preceptivos y adecuados. 

No obstante, procede hacer las siguientes observaciones: 

(i) En el apartado 9.1, primer párrafo, se debe suprimir el inciso final «del Gobierno», 

tras la cita del Decreto 52/2021, de 24 de marzo. 

(ii) En el título del apartado 9.3 de la MAIN se sugiere sustituir «Informe de la Oficina 

de Coordinación y Calidad Normativa» por «Informe de coordinación y calidad 

normativa». 

(iii) En el título del apartado 9.5 de la MAIN se sugiere sustituir «informes de las 

Secretarías Generales Técnicas de las distintas consejerías de la Comunidad de 

Madrid» por «Informes de las secretarías generales técnicas de las consejerías». 

(iv) Se sugiere incluir una mención a la solicitud de los informes de impacto social, 

remitiéndose, para evitar reiteraciones, a lo señalado respecto de la normativa que los 

justifica y atribuye la competencia para su emisión, a lo señalado en el apartado 7 de 

la MAIN en el que se analizan estos impactos. 

(v) Se sugiere remitir el proyecto de decreto al Consejo de Formación Profesional de la 

Comunidad de Madrid, órgano colegiado al que su decreto de creación (Decreto 

35/2001, de 8 de marzo, por el que se crea y regula el Consejo de Formación 

Profesional de la Comunidad de Madrid), en el artículo 2.a), otorga la función de 

«Elaborar dictámenes y orientaciones para el correcto diseño y programación de las 

enseñanzas de la Formación Profesional». 

(vi) En relación con el principio de accesibilidad de quienes presenten una discapacidad 

reconocida y la formación en «diseño para todas las personas», que se recoge en el 

artículo 5.4 del proyecto de decreto, se sugiere considerar la solicitud de informe al 

Consejo Asesor de Personas con Discapacidad, en virtud de las funciones que le 
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asigna el artículo 3.c) del Decreto 276/2000, de 28 de diciembre, por el que se crea el 

Consejo Asesor de Personas con Discapacidad. 

Procede señalar como recordatorio que la MAIN es una herramienta para el análisis de 

la iniciativa normativa y un trámite en un proceso continuo que no se agota con la 

elaboración inicial de la misma. Por ello, conforme a lo dispuesto en los artículos 6.3 y 

7.5 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, «[e]l centro directivo competente para la 

realización de la memoria actualizará el contenido de la misma con las novedades 

significativas que se produzcan a lo largo del procedimiento de tramitación, en especial, 

la descripción de la tramitación y consultas». 

Finalmente, conviene recordar que el presente informe no es vinculante, si bien, en el 

caso de que las recomendaciones u observaciones contenidas en el presente informe 

no hayan sido aceptadas, deberá incluirse de manera específica en la MAIN, como 

adecuada justificación de la oportunidad y acierto del criterio adoptado (artículos 6.1.a) 

y 7.2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo), las razones que motiven dicho rechazo. 

EL JEFE DE LA OFICINA DE CALIDAD NORMATIVA 
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